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TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 133/2019-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DELEGACIÓN MUNICIPAL DE VILLA DE POZOS, SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P., Y OTRAS.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

San Luis Potosí, S.L.P., diecisiete de junio de dos mil diecinueve.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 133/2019-3, promovido por la persona moral denominada, **********en contra de la Delegación Municipal de Villa de Pozos, San Luis Potosí, S.L.P., del Departamento de Comercio de la Delegación Municipal de Villa de Pozos, San Luis Potosí, S.L.P., y del Inspector Municipal adscrito al Departamento de Comercio de la Delegación Municipal de Villa de Pozos, San Luis Potosí, S.L.P., de nombre **********; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante auto de fecha veinte de febrero de dos mil diecinueve, se tuvo al C. ********** en su carácter de representante legal de la persona moral denominada, ********** promoviendo Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Delegación Municipal de Villa de Pozos, San Luis Potosí, S.L.P., del Departamento de Comercio de la Delegación Municipal de Villa de Pozos, San Luis Potosí, S.L.P., y del Inspector Municipal adscrito al Departamento de Comercio de la Delegación Municipal de Villa de Pozos, San Luis Potosí, S.L.P., de nombre **********; por la nulidad de los siguientes actos: 
“Todos y cada uno de los actos que derivaron en la emisión de la resolución administrativa contenida en el oficio identificado bajo el número ********** de fecha **********emitido por el Titular del Departamento de Comercio de la Delegación Municipal de Villa de Pozos, San Luis Potosí, (…),  mediante el cual se resuelve el trámite solicitado por mi representada consistente en la Licencia de Funcionamiento para Actividad Comercial…”
1.- Orden de Inspección Técnica, de fecha ********** emitida por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P., dirigida a la sociedad actora en el inmueble descrito en la solicitud de Licencia de Funcionamiento para Oficinas; 
2.- Acta de Inspección Técnica, de fecha ********** efectuada por el Inspector dependiente al Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P.; y 
3.- Resolución administrativa contenida en el oficio ********** emitido por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P., mediante el cual determina que no procede la solicitud de Licencia de Funcionamiento para Oficinas, peticionada por la accionante, en el bien inmueble ubicado en el **********
[Lo realzado es propio]

De lo cual tuvo conocimiento el cuatro de enero de dos mil diecinueve; en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera..- Por Proveído de quince de marzo de dos mil diecinueve, se tuvo a las demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; se admitieron las pruebas de las partes, fijándose fecha y hora para la audiencia final el tres de abril del presente año; misma que fue diferida por auto de fecha dos de abril del año en curso, en razón de la vista que se les concedió a las partes..- Por auto de fecha veintinueve de abril del dos mil diecinueve, nuevamente se fijó fecha y hora para audiencia de Ley. La cual tuvo verificativo el quince de mayo de dos mil diecinueve, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; y se citó para resolver el presente juicio.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La personalidad del Ingeniero ********** como representante de la persona moral ********** quedó acreditada en términos del segundo párrafo del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del Poder General para Pleitos y Cobranzas y Actos de Administración otorgado a su favor, protocolizado ante la fe del Notario Público número ********** con ejercicio en la ciudad de Silao, Guanajuato; documental que obra en foja de la 48 a la 54 del expediente en el que se actúa; asimismo acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con el original del acto impugnado, visible en fojas 55 y 56 de este sumario.

La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentran debidamente acreditadas en este Juicio Contencioso, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, a través de la copia certificada del nombramiento que exhibieron en este juicio, siendo por parte del Delegado Municipal de Villa de Pozos, San Luis Potosí, el que consta a en fojas 77; del Jefe del Departamento de Comercio de la Delegación Municipal de Villa de Pozos, San Luis Potosí, el visible en fojas 119; y por parte del Inspector Municipal adscrito al Departamento de Comercio de la Delegación de Villa de Pozos, San Luis Potosí, el que se encuentra agregado en fojas 145 del expediente.

 Las documentales públicas anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, expedidas por fedatario y servidores públicos en ejercicio de sus funciones.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, se hace consistir en la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos: 1.- Orden de Inspección Técnica, de fecha ********** emitida por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P., dirigida a la sociedad actora en el inmueble descrito en la solicitud de Licencia de Funcionamiento para Oficinas; 2.- Acta de Inspección Técnica, de fecha ********** efectuada por el Inspector dependiente al Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P.; y 3.- Resolución administrativa contenida en el oficio ********** emitido por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P., mediante el cual determina que no procede la solicitud de Licencia de Funcionamiento para Oficinas, peticionada por la accionante, en el bien inmueble ubicado en ********** actos administrativos que determinan la presente controversia, exhibidos por  la sociedad demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

La parte actora, para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, ofreció la Instrumental de actuaciones y la Presuncional legal y humana; así como las documentales visibles en fojas 27 a la 58 de este sumario, consistentes en: 1.- Copias certificadas del Poder General para Pleitos y Cobranzas y Actos de Administración otorgado a favor del C. **********, por la persona moral **********protocolizado ante la fe del Notario Público número ********** con ejercicio en la ciudad de **********; 2.- Acta Constitutiva de la Sociedad ********** protocolizada ante el Notario número **********; 3.- Resolución administrativa contenida en el oficio ********** emitido por el Jefe del Departamento de Comercio de la Delegación Municipal de Villa de Pozos, San Luis Potosí, S.L.P., que constituye el acto impugnado en este juicio; 4.- Oficio ********** emitido por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación de Villa de Pozos, S.L.P; y la Orden de Inspección Técnica, dirigida a la sociedad actora en el inmueble motivo de la Litis, emitido por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación de Villa de Pozos, S.L.P.
Por otra parte las autoridades demandadas, para acreditar la legalidad del acto impugnado, ofrecieron los siguientes medios probatorios: 

El Delegado Municipal de Villa de Pozos, San Luis Potosí, S.L.P., ofreció la Instrumental de actuaciones y la Presuncional legal y humana; y las copias certificadas de las documentales públicas visibles en fojas 77 a la 83 de este sumario consistentes en: 1.- El nombramiento expedido a su favor, con el que acredita el carácter que ostenta en este juicio; 2.- Solicitud de fecha ********** del representante de la sociedad actora, dirigida al Jefe del Departamento de Comercio Delegación de Villa de Pozos, S.L.P., relativa a la expedición de Licencia de Funcionamiento de Actividad Comercial, Industrial y/o Servicios,  Apertura  sin venta de bebidas alcohólicas, con el giro de Oficinas, en el inmueble ********** 3.- Licencia Municipal de uso de Suelo para actividad comercial de fecha **********otorgado a favor de la sociedad moral actora, por la Subdirección de Administración y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí, donde consta que fue destinada a una superficie de ********** en el inmueble de ********** 4.- Oficio ********** emitido por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación de Villa de Pozos, S.L.P.; 5.- Orden de Inspección Técnica, dirigida a la sociedad actora, en el inmueble descrito, emitido por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación de Villa de Pozos, S.L.P., de fecha **********6.- Acta de Inspección Técnica de fecha ********** 7.- Documentales privadas consistentes en las copias certificadas de la impresión de fotografías, que refiere son del inmueble a inspeccionar de la sociedad actora, visibles en fojas 84 a la 107 de este sumario. 
El Jefe del Departamento de Comercio de la Delegación Municipal de Villa de Pozos, San Luis Potosí, S.L.P., ofreció la Instrumental de actuaciones y la Presuncional legal y humana; y las copias certificadas de las documentales públicas visibles en fojas 119 a la 125 de este sumario consistentes en: 1.- El nombramiento expedido a su favor, con el que acredita el carácter que ostenta en este juicio; 2.- Solicitud de fecha ********** del representante de la sociedad actora, dirigida al Jefe del Departamento de Comercio Delegación de Villa de Pozos, S.L.P., referente a la expedición de Licencia de Funcionamiento de Actividad Comercial, Industria y/o Servicios, Apertura sin venta de bebidas alcohólicas, con el giro de Oficinas, en el inmueble de **********; 3.- Licencia Municipal de uso de Suelo para actividad comercial de fecha ********** otorgado a favor de la sociedad moral actora, por la Subdirección de Administración y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí, donde consta que fue destinada a una superficie de ********** en el inmueble de **********; 4.- Oficio **********emitido por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación de Villa de Pozos, S.L.P.; 5.- Orden de Inspección Técnica, dirigida a la sociedad actora, en el inmueble motivo de la Litis, emitido por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación de Villa de Pozos, S.L.P., de fecha ********** 6.- Acta de Inspección Técnica de fecha ********** 7.- Documentales privadas consistentes en las copias certificadas de la impresión de fotografías, que refiere son del inmueble a inspeccionar de la sociedad actora, visibles en fojas 126 a la 134 de este sumario. 
En cuanto al Inspector Municipal adscrito al Departamento de Comercio de la Delegación Municipal de Villa de Pozos, San Luis Potosí, S.L.P., ofreció la Instrumental de actuaciones y la Presuncional legal y humana; y las copias certificadas de las documentales públicas visible en fojas 145 a la 153 de este sumario consistentes en: 1.- El nombramiento expedido a su favor, que lo acredita en el carácter que ostenta en este juicio y la credencial a su nombre expedida por la Delegación de Villa de Pozos; 2.- Solicitud de fecha ********** del representante de la sociedad actora, dirigida al Jefe del Departamento de Comercio Delegación de Villa de Pozos, S.L.P., relativa a la expedición de Licencia de Funcionamiento de Actividad Comercial, Industria y/o Servicios, Apertura sin venta de bebidas alcohólicas, con el giro de Oficinas, en el inmueble de ********** 3.- Licencia Municipal de uso de Suelo folio **********para actividad comercial de fecha ********** otorgado a favor de la sociedad moral actora, por la Subdirección de Administración y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí, donde consta que fue destinada a una superficie de ********** en el inmueble de **********; 4.- Oficio ********** emitido por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación de Villa de Pozos, S.L.P.; 5.- Orden de Inspección Técnica, dirigida a la sociedad actora en el inmueble motivo de la Litis, emitido por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación de Villa de Pozos, S.L.P., de fecha ********** 6.- Acta de Inspección Técnica de fecha ********** 7.- Documentales privadas consistentes en las copias certificadas de la impresión de fotografías, que refiere son del inmueble a inspeccionar de la sociedad actora, visibles en fojas 154 a la 162 de este sumario. 
Documentales públicas antes citadas que hacen prueba plena, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, para acreditar lo inserto en ellas, expedidas por fedatarios y servidores públicos en ejercicio de sus respectivas funciones. 
Y las Documentales privadas, no objetadas en juicio, que se tienen como auténticas, en términos del artículo 100 del Código Procesal mencionado.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia..- Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas, al producir su respectiva contestación, opusieron las causales de improcedencia y sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 fracciones II y XII y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con base en que la parte actora no exhibe el documento idóneo para acreditar la legítima propiedad del inmueble materia de esta Litis, siendo evidente que no acredita el interés jurídico, que le otorgue el derecho suficiente para promover la presente controversia, ya que de las constancias exhibidas no se aprecia que se afecten los intereses del accionante del juicio de nulidad, al no demostrar tal lesión con documento alguno.
Al respecto, cabe señalar que no aplican las causales de improcedencia y sobreseimiento que refieren, toda vez que existen los actos impugnados referidos anteriormente, emitidos por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P.; todos dirigidos a la hoy accionante, mediante los cuales se atiende, tramita y resuelve que no procede la solicitud de Licencia de Funcionamiento para Oficinas, actos administrativos que afectan su interés jurídico, dado que es la titular del derecho subjetivo que deriva de dicha respuesta, que al pretender ser vulnerado por la actuación de la demandada al emitirlos, faculta a la promovente para acudir ante este Tribunal, a ejercer su derecho y demandar su nulidad con el carácter que ostenta; entendiéndose como interés jurídico, de acurdo con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, aquél que tiene el justiciable con relación a los derechos o a las cosas materia del juicio en el que intervienen, siendo inexacto lo aseverado por las autoridades demandadas, en cuanto a las causales de Improcedencia y Sobreseimiento del presente juicio que hacen valer en su contestación de demanda.

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

QUINTO.- La demandante hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 5 a la 4 de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Época: Novena Época, Registro: 196477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/129, Página: 599.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Determinado lo anterior, esta Sala Unitaria procede a analizar y resolver sobre la falta de fundamentación de la competencia de la autoridad que emitió los actos impugnados, y su preexistencia, lo cual se argumenta por la accionante en el Tercer Concepto de Impugnación, ya que es un presupuesto procesal cuyo estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto; la cual inclusive, debe estudiarse de oficio por tratarse de una cuestión de orden público, conforme lo ordenado por el artículo 250 fracción I y penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que en lo conducente a la letra dice:

“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

“…I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;…”

“…La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.

“…Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”

[Énfasis añadido]

Asimismo resulta aplicable a lo anterior, la Tesis Aislada del Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, localizable de acuerdo con los datos siguientes: Época: Décima Época, Registro: 2005663, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: XII.2o.2 A (10a.), Página: 2300.
“CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ESTUDIO DE LOS RELACIONADOS CON LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA ES PREFERENTE SOBRE LOS QUE PLANTEAN VICIOS FORMALES Y DE PROCEDIMIENTO, Y PREVIO AL DE LOS QUE CONTROVIERTEN EL FONDO DEL ASUNTO. El artículo 51, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece, como causa de ilegalidad, la incompetencia del funcionario que haya dictado la resolución impugnada, ordenado o tramitado el procedimiento del que ésta deriva, la cual se refiere a un presupuesto esencial de validez de todo acto de autoridad, cuyo estudio es preferente, por referirse a una cuestión de orden público. Esta relevancia ha sido destacada por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al determinar que la actualización de la hipótesis señalada produce la nulidad lisa y llana del acto controvertido. Por tal motivo, los vicios formales o de procedimiento establecidos en las fracciones II y III del artículo mencionado, cuya actualización produce una nulidad para efectos, no generarán un mayor beneficio al actor que el obtenido por aquella nulidad lisa y llana. Por otra parte, del penúltimo párrafo del propio precepto, a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010 en que se adicionó, se advierte que, cuando concurran conceptos de anulación relativos a la incompetencia de la autoridad, con otros relativos al fondo del asunto, se privilegiará, en primer orden, el estudio de aquéllos, pues, de resultar fundados, su análisis se justifica en atención a que el fin perseguido es determinar si alguno de ellos genera un mayor beneficio al actor que el alcanzado por la incompetencia de la autoridad. En estas condiciones, se concluye que siempre que concurran en el juicio contencioso administrativo conceptos de impugnación relacionados con la competencia de la autoridad demandada, por su propia naturaleza, su estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, porque el mayor beneficio que ello puede producir, guarda relación con la nulidad lisa y llana que se hubiera alcanzado, en su caso, por la incompetencia de la autoridad..- Amparo directo 442/2013. Operadora de Personal de Casa Ley 50, S.A. de C.V. 29 de noviembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Morones Dávalos, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: María del Socorro Avendaño Núñez..- Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2014 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.”
Así las cosas, se procede a examinar la competencia y preexistencia del Jefe del Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, San Luis Potosí, S.L.P., autoridad emisora de los actos impugnados, la cual se estudia en forma concatenada con las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento.

Medularmente, la parte actora hace valer la falta de fundamentación de la competencia y la no existencia de la autoridad demandada, en el Tercer Concepto de Impugnación, en los siguientes términos:
“Tercero.- (…).”.- “…Se dice que también se encuentra indebidamente fundado pues la autoridad aquí demandada omitió de igual manera su obligación de fundar su competencia en la resolución que emitió.”.- “…Debe entenderse que en respeto a los principios de legalidad y seguridad jurídica que todo acto de autoridad que afecte o limite en cualquier forma la esfera jurídica de los particulares, debe estar debidamente fundado y motivado, entendiéndose por el primer concepto, que la autoridad debe señalar con claridad y precisión los preceptos legales en los que se apoye su actuación, y por el segundo manifestar las consideraciones legales, razonamientos lógicos jurídicos, elementos de hecho y demás circunstancias especiales por las que la autoridad haya llegado al convencimiento pleno de que el acto concreto al que se  dirige, se ajusta exactamente a las disposiciones legales, debiendo existir adecuación entre el motivo y el fundamento expresado, de manera que el supuesto encuentre la hipótesis normativa, solo de esta forma se logra que el mencionado acto de autoritario cumpla con el mandato Constitucional referido.”.- “…Derivado del acto administrativo que en esta vía se impugna, podemos advertir que la autoridad administrativa, funda y motiva su competencia, entre otros conforme a los artículos  92 y 96 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; 136, 137, 138 y 139 del Reglamento del Municipio Libre de San Luis Potosí; y 1°, 2°, 4° fracción X, 12, 13, 18, 21, 22, 24, 26, 52, 69, 70, 73, 75, 77 y 82 del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios del Municipio Libre de San Luis Potosí, de los cuales para evitar confusión a continuación transcribo: (…).”          
“Foja 16.- Resulta mayormente irregular en el actuar de la autoridad demandada, que no se establece la preexistencia del Departamento de Comercio Delegacional, únicamente referenciando que en las delegaciones municipales se replicarán los departamentos o direcciones existentes en la fundación administrativa originaria, es decir en el organigrama de la Administración Pública Municipal, sin embargo, la autoridad emisora del acto impugnado en ninguno de sus apartados refiere el documento en el cual se establece su existencia, facultades y obligaciones de los que haya sido dotado para emitir un acto como el que aquí se impugna.”
[Lo resaltado es nuestro]
Del estudio del concepto de impugnación citado con antelación, se determina que el mismo resulta fundado y suficiente para decretar la ilegalidad del acto cuestionado.
Toda vez que, por una parte, según se advierte de los actos impugnados emitidos por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P., éste fue omiso en fundar y motivar adecuadamente su competencia y legitimación para emitirlos; y por otra, derivado del estudio de la normatividad municipal, es una autoridad inexistente en la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado y en el Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, porque de acuerdo con tales ordenamientos, no existe legalmente el Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P., del que dice es titular, lo que se traduce en la incompetencia e inexistencia de la autoridad; vulnerándose así, las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el artículo 16 de la Constitución Federal, el cual prescribe que los actos de molestia, para ser legales, deben provenir de autoridad competente y cumplir con las formalidades esenciales que le den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad debe emitirse por quien esté legitimado para ello, expresándose además en el mismo acto de molestia, el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tal legitimación, lo que en este caso no acontece.
En efecto, la autoridad que expide los actos impugnados, “Jefe del Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P.”, no está prevista en la normatividad citada en la Orden de Inspección Técnica ni en el oficio ********** de que se trata;  concretamente, no se ubica en los artículos 92 y 96 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; tampoco en los numerales 136, 137, 138, 139 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, S.L.P.; ni en los artículos 1°, 2°, 4° fracción X, 12, 13, 18, 21, 22, 24, 26, 52, 69, 70, 73, 74, 75, 77 y 82, del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios del Municipio Libre de San Luis Potosí; ordenamientos y dispositivos legales, que establecen lo siguiente: 

LEY ORGÁNICA DEL MUNICIPIO LIBRE DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, Publicada en el Periódico Oficial del Estado el 11 de julio de 2000, con última reforma publicada el 12 de abril de 2019:
“ARTICULO 92. En las delegaciones municipales la autoridad será ejercida por un Delegado Municipal, que será designado por acuerdo del Cabildo correspondiente, en los términos de la fracción XXV inciso C del artículo 31 de esta Ley, y durará en su cargo el mismo período que el Ayuntamiento.”
“ARTICULO 96. Son facultades y obligaciones del Delegado Municipal:

“I. Ejecutar los acuerdos de Cabildo y los del Presidente Municipal en su demarcación;

“II. Vigilar y mantener el orden público de su jurisdicción;

“III. Participar en la formulación de planes y programas municipales;
“IV. Dar curso o trámite a los asuntos y negocios que conozca;

“V. Promover el establecimiento y conservación de los servicios públicos municipales, así como llevar su administración coordinadamente con las estructuras del Ayuntamiento conforme a lo previsto en la presente Ley;

“VI. Hacer el censo de los contribuyentes municipales;

“VII. Actuar como conciliador en los conflictos que se le presenten;

“VIII. Auxiliar a las autoridades federales, estatales y municipales en el desempeño de sus atribuciones;

“IX. Coadyuvar con el Presidente Municipal y la Dirección del Registro Civil, al funcionamiento del Registro Civil en términos de la ley de la materia, y

“X. Las demás que le señalen las leyes y reglamentos municipales.”
REGLAMENTO INTERNO DEL MUNICIPIO LIBRE DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P., publicado en el Periódico Oficial del Estado el 31 de diciembre de 2009, con última reforma publicada el 13 de noviembre de 2012, cuyo ejemplar consta en la página web del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.:
“Artículo 136.- Cada Delegación Municipal estará bajo el mando de un Delegado, el que será el representante del Presidente Municipal y estará bajo el mando directo de éste, dentro de su jurisdicción respectiva.”
“Artículo 137.- Los Delegados Municipales serán nombrados por el Cabildo, a propuesta del Presidente Municipal; durarán en su encargo el tiempo que dure el Ayuntamiento que los nombró y tendrán las atribuciones y obligaciones siguientes:  

“I. Cuidar el orden, la seguridad y la tranquilidad de los habitantes de la Delegación, reportando ante los cuerpos de seguridad las acciones que requieren de su intervención;  

“II. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones reglamentarias que expida el Ayuntamiento y reportar ante el órgano administrativo correspondiente, las violaciones que haya a los mismos;  

“III. Prestar eficientemente los servicios y ejercer correctamente las funciones municipales en coordinación con los demás órganos de la Administración Municipal. 

“IV. Atender a la comunidad en sus demandas, y gestionar la solución a los planteamientos sobre sus necesidades;  

“V. Cumplir con las disposiciones legales que rigen la función pública, y el ejercicio del gobierno en su Delegación;  

“VI. Atender los requerimientos de obras y servicios públicos que requiere la comunidad;  

“VII. Administrar los recursos asignados a la Delegación Municipal para la realización de sus programas;  

“VIII. Mantener una coordinación y comunicación efectiva con los demás órganos de la Administración Municipal en la integración de sus planes y programas de trabajo;
“IX.  Promover la organización y participación de los vecinos en la vida pública de la Delegación;  

“X. Actuar de acuerdo con los lineamientos establecidos por el Presidente Municipal y en su caso por el Cabildo;  

“XI. Informar de inmediato al Presidente Municipal de cualquier situación que pudiese comprometer los intereses municipales;  

“XII. Dar trámite, a los asuntos que con motivo de su encargo le corresponden; 

“XIII. Auxiliar en todo lo que requiera, dentro de su territorio, al Presidente Municipal para el mejor cumplimiento de sus funciones;  

“XIV. Acudir a todas aquellas sesiones de Cabildo en las que sea solicitada su presencia a fin de informar respecto de algún punto relacionado con sus funciones;  

“XV. Las demás que le otorguen las Leyes y reglamentos respectivos, el Cabildo o el Presidente Municipal.”
“Artículo 138.- La competencia de las autoridades o funcionarios delegacionales, se limitará exclusivamente al territorio que corresponda a su Delegación.”
“Artículo 139.- Con el acuerdo del Presidente Municipal los Delegados nombrarán a los funcionarios que se harán cargo de los órganos internos de la Delegación.

“En caso de ser necesario, las Delegaciones Municipales contarán con áreas similares a las del ayuntamiento para el mejor desarrollo de sus actividades, las cuales serán aprobadas por el Presidente Municipal.”
REGLAMENTO PARA EL EJERCICIO DE LAS ACTIVIDADES COMERCIALES, INDUSTRIALES Y DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS DEL MUNICIPIO LIBRE DE SAN LUIS POTOSÍ, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 11 de mayo de 2006, con última reforma publicada el 9 de enero de 2013, cuyo ejemplar consta en la página web del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.:
“ARTÍCULO 1º.- El presente Reglamento es de interés público y sus disposiciones de orden público, su marco jurídico corresponde a lo establecido por el Artículo 115, Fracciones II y III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y el Artículo 114, Fracciones II y III de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, así como los Artículos 70, Fracción XXI de la Ley Orgánica del Municipio Libre de Estado San Luis Potosí, 13 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado San Luis Potosí, 1º, 6º y 8º de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, 6º Fracciones X, XI, 99, 119 y 123, Fracción XIII del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí. 
ARTÍCULO 2º.- El objeto del presente Reglamento es regular el funcionamiento de las actividades comerciales, industriales y de la prestación de servicios que se practiquen dentro de la demarcación territorial del Municipio de San Luis Potosí, determinando los principios para su operatividad en consideración al bienestar, seguridad y salubridad de los habitantes. “
“ARTÍCULO 4º.- Para los efectos del presente Reglamento, son autoridades: 

“…X. Los Delegados Municipales en sus respectivas circunscripciones territoriales; ...”
“ARTÍCULO 12.- El Jefe de Inspección General, por si o a través de los inspectores o verificadores municipales, como órgano dependiente de la Dirección de Comercio, tendrá las siguientes facultades y obligaciones en relación con lo establecido en este Reglamento: 
“I. Ejecutar y hacer cumplir las normas relativas a las visitas de inspección y verificación, y demás aspectos que le competan, establecidos en este Reglamento, así como la diversa normatividad aplicable. 
“II. Vigilar que los titulares o empleados de los establecimientos comerciales, industriales o de prestación de servicios cumplan con las disposiciones establecidas en el presente Reglamento y en las licencias expedidas, llevando a cabo para ello, con el personal que considere indispensable al efecto, las visitas de inspección que se le ordenen, así como rondas de verificación, realizando las visitas correspondientes y elaborando las actas respectivas, de conformidad con el presente Reglamento y demás normatividad aplicable; 
“III. Elaborar las actas administrativas correspondientes a las visitas de inspección y verificación que se lleven a cabo, señalando dentro de las mismas la infracción o infracciones en que hubiesen incurrido, haciendo constar claramente los hechos que provocaron la sanción, que son violatorios del presente Reglamento y demás normatividad aplicable, así como las medidas de seguridad que considere necesarias, contando al efecto con fe pública; 
“IV. Inspeccionar y verificar que los inmuebles que se propongan para practicar las actividades comerciales, industriales o de prestación de servicios, reúnan los requisitos y condiciones necesarias para determinar el otorgamiento de la autorización respectiva, coordinándose al efecto con la Dirección Municipal de Protección Civil, la Dirección de Ecología Municipal y la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, debiendo de informar por escrito al Departamento de los resultados de su inspección; 
“V. Ordenar la aplicación y ejecución de las medidas de seguridad que autoriza este Reglamento, sujetándose al efecto a la normatividad aplicable; 
“VI. Ejecutar con el personal que considere necesario al efecto, aquellas notificaciones y actos derivados de órdenes, acuerdos o resoluciones emitidas de conformidad con lo establecido por el presente Reglamento y que le sean encomendados; 
“VII. Solicitar la intervención y apoyo del personal de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, de la Dirección de Ecología Municipal y de la Dirección Municipal de Protección Civil, cuando se haga necesario, para dar cabal cumplimiento a las disposiciones de este ordenamiento y la normatividad conducente; 
“VIII. Ejecutar a través de los inspectores o con el personal que considere necesario al efecto, las infracciones y sanciones contenidas en ordenes, acuerdos o resoluciones emitidas de conformidad con este Reglamento, así como imponer aquellas por la trasgresión de las disposiciones establecidas en el presente Ordenamiento y demás normatividad aplicable; 
“IX. Aquellas que le encomienden el Presidente Municipal, Director o el Departamento, y las que se deriven del texto de este Reglamento y demás normatividad aplicable.”

“ARTICULO 13.- Son facultades de los Delegados Municipales en relación con este Reglamento:
“I. Aplicar el presente Reglamento y demás normatividad relativa a la materia dentro de la circunscripción territorial de la Delegación a su cargo, de conformidad con las facultades que le otorgue la normatividad respectiva y le delegue el Presidente Municipal; 
“II. Informar al Presidente Municipal respecto del cumplimiento de este Reglamento y demás normatividad aplicable dentro de la Delegación a su cargo; 
“III. Delegar en sus subalternos aquellas funciones necesarias para la adecuada aplicación de este Reglamento; y 
“IV. Aquéllas otras que se deriven del texto de este Reglamento y demás normatividad relativa.” 
“ARTÍCULO 18.- Para practicar cualquier actividad comercial, industrial o de prestación de servicios dentro de esta municipalidad, se requiere tener Licencia de Funcionamiento que expedirá la Dirección de Comercio Municipal o el Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad, en los términos y condiciones que se precisan en el presente Reglamento.”
“ARTICULO 21.- Los interesados en obtener una Licencia de Funcionamiento para desempeñar alguna actividad comercial, industrial o de prestación de servicios; así como cambio de domicilio del establecimiento, deberán de presentarse ante el Departamento y cumplir con los siguientes requisitos: 
“I. Elaborar solicitud que proporcionará el Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad. La cual contendrá el Nombre, domicilio y nacionalidad del solicitante; si es extranjero deberá comprobar que está autorizado por la Secretaría de Gobernación para dedicarse a esa actividad; en caso de persona moral, su representante legal acompañará copia certificada de la escritura constitutiva y para acreditar su personalidad el acta en que conste la designación de su cargo, así como señalar domicilio para oír notificaciones dentro del Municipio; 
“II. Identificación oficial; 
“III. Croquis de localización en el que se precise la ubicación del inmueble, en donde se pretende situar el establecimiento, señalando las arterias más próximas al inmueble; 
“IV. Manifestar la actividad comercial, industrial o de prestación de servicios que pretenda proporcionar en el establecimiento; 
“V. Manifestar el nombre que se le designara al mismo; 
“VI. Acompañar tres fotografías recientes tamaño infantil para su inscripción en el Padrón Municipal del Departamento; 
“VII. Licencia Municipal de Uso de Suelo que expida la Autoridad Municipal competente; 
“VIII. Recibo oficial del pago actual del Impuesto Predial cuando el interesado sea el propietario del inmueble en donde se pretenda practicar la actividad comercial, industrial o de prestación de servicios que se peticiona; 
“IX. La manifestación bajo protesta de decir verdad, de cumplir los Reglamentos Municipales y las disposiciones sanitarias de observancia general en la República Mexicana; 
“X. En las actividades estimadas de impacto significativo ambiental, que puedan ocasionar molestias a los vecinos del lugar en donde se pretenda establecer, deberán de adjuntar carta de anuencia vecinal del ochenta por ciento de ellos, manifestando su conformidad con su instalación, así como carta compromiso de no ocasionar perjuicio al bienestar social. 
“XI. Por lo que respecta a las actividades que para su práctica requieran autorización o concesión de diversa Autoridad Administrativa Federal, Estatal o Municipal, deberán de exhibir en su solicitud copia certificada del permiso vigente. 
“XII. En el caso de actividades de alto impacto social, deberán de recabar la Opinión Técnica favorable que emitirá el Departamento de Inspección General, en la que se haga constar la anuencia de por lo menos el ochenta por ciento de los vecinos, que residan dentro de un diámetro de cien metros de distancia a la ubicación del establecimiento, comprendiendo a los que habiten en las arterias posteriores a la de su localización. En el caso, en donde se pretenda instalar el negocio no existan colindantes se considerara la anuencia como favorable. 
“XIII. Los Dictámenes de las autoridades competentes necesarios para el funcionamiento de la actividad comercial que se pretenda. Tratándose de establecimientos destinados para restaurantes, bares y discotecas, así como eventos masivos que tengan la venta bebidas alcohólicas, deberán de exhibir a la entrada de sus establecimientos y en lugar visible, una placa con material que pueda ser expuesto a la intemperie sin sufrir daños debido al clima u alguna otra circunstancia que contenga la capacidad del lugar con el cupo especifico de personas que puedan ingresar al mismo, dictamen que deberá realizar la Unidad de Protección Civil del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.”

“ARTÍCULO 22.- El Departamento recepcionará la solicitud y los documentos que adjunte el interesado, y dentro de un término que no excederá de quince días hábiles, procederá a verificar los hechos contenidos en la petitoria y ordenará las inspecciones que procedan al establecimiento. En el supuesto de que no se cumpliere con algún requisito y de ser necesario, se otorgará al interesado un plazo de 5 días para su cumplimiento. 
“ARTÍCULO 24.- Integrado y formado el expediente relativo a la solicitud, la Dirección de Comercio y el Departamento analizará su procedencia y resolverá dentro del término de diez hábiles siguientes de su integración. Si la resolución es favorable expedirá la licencia de funcionamiento al interesado, en caso contrario, se comunicará la negativa mediante escrito fundado y motivando.
“ARTÍCULO 26.- No se autorizará el funcionamiento de las actividades comerciales, industriales ni de prestación de servicios, sin que previamente conste en el expediente respectivo que el interesado ha cumplido con las providencias prescritas por las Autoridades que integran la mesa colegiada.”
“ARTÍCULO 52.- Son obligaciones de los titulares de las Licencias de Funcionamiento que desempeñan actividades comerciales, industriales o de prestación de servicios, las siguientes:  

I. Respetar y acatar la actividad autorizada por la Licencia Municipal de Funcionamiento;  

II. Exhibir a la entrada de sus establecimientos y en lugar visible, la Licencia Municipal de Funcionamiento o copia certificada de ella;  

III. Cuidar que el exterior e interior de los locales, se conserven en buen estado de limpieza;  

IV. Exhibir la autorización de las Autoridades Sanitarias para su funcionamiento;  

V. Contar con los dispositivos de seguridad necesarios determinados por las autoridades competentes;  

VI. Acatar las disposiciones e indicaciones que sobre la materia dicte las Autoridades Municipales señaladas en el presente Reglamento;  

VII. Efectuar las actividades comerciales, industriales y de prestación de servicios, que le fueron autorizadas en el interior de su establecimiento.

VIII. Cubrir oportunamente los pagos que se establezcan en las Leyes Fiscales y Municipales respectivas.  

IX. Permitir el acceso a las autoridades correspondientes, para desempeñar las funciones y atribuciones que le confiere el presente Reglamento y demás normatividad aplicable, respecto a la inspección y verificación sobre el funcionamiento de su establecimiento.  

X. En el caso de las actividades que para su ejercicio requieran autorización o concesión de diversa Autoridad Administrativa Federal, Estatal o Municipal, independientemente de cumplir con los requisitos y condiciones establecidos en el presente Reglamento, deberán de observar lo precisado en la Legislación de la que deriva el permiso respectivo;  

XI. Mantener el orden en el interior del establecimiento, en caso de ser necesario, solicitar el auxilio de la fuerza pública.  

XII. Contar con el mobiliario, implementos y elementos que sean indispensables para desarrollar eficientemente la actividad aprobada, en el caso, que se le haya autorizado servicios complementarios, los muebles y utensilios necesarios para su ejercicio.  

XIII. Los titulares de las Licencias de Funcionamiento deberán exhibir cuando las autoridades municipales así lo requieran, el padrón de proveedores a que se refiere el artículo 25 del presente Reglamento.”

“ARTÍCULO 69.- Los procedimientos administrativos que tengan relación con este Reglamento se regirán por lo establecido en el mismo y en la Ley de Procedimientos Administrativos para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.”

“ARTÍCULO 70.- Para comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias en la materia se podrán realizar visitas de inspección y verificación en los términos de este Reglamento y de lo establecido en la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, a los inmuebles, locales, establecimientos, que desarrollen actividades comerciales, industriales o de prestación de servicios en cualquier tiempo. Con excepción de las visitas de inspección y verificación de los establecimientos que desempeñen actividades comerciales con venta de bebidas alcohólicas, las cuales se regirán por las disposiciones contenidas en la Ley de Bebidas Alcohólicas para el Estado de San Luis Potosí. A partir del resultado de estas visitas de inspección y verificación se emitirán las medidas de seguridad aplicables y, en su caso, las sanciones que procedan.”
“ARTÍCULO 73.- Los inspectores o verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por la Dirección o el Jefe del Departamento, en la que deberá de precisarse el nombre de la persona física o moral respecto de la cual se ordena la visita, así como el domicilio en que ha de verificarse, el objeto de la visita, el alcance que deba tener y las disposiciones legales que la funden.”
“ARTICULO 74.- Los titulares, propietarios o encargados de los establecimientos objeto de inspección y verificación estarán obligados a permitir el acceso, dar facilidades e informes a los inspectores o verificadores y mostrarles los documentos que soliciten para el desarrollo de su labor.”

“ARTICULO 75.- Al iniciar la visita, el inspector o verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la instancia correspondiente del Gobierno Municipal, que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden de visita correspondiente, de la que deberá dejar copia al titular, autorizado, propietario, responsable, o encargado del establecimiento.”

“ARTICULO 77.- De toda visita de inspección y verificación se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos, propuestos por la persona con quien se hubiere entendido la diligencia, o por quien la practique si aquella se hubiere negado a proponerlos.”

“ARTICULO 82.- La resolución que recaiga con respecto a las irregularidades detectadas, así como con motivo de las medidas de seguridad aplicadas, deberá expedirse dentro del término de los siguientes veinte días hábiles contados a partir del día siguiente a la fecha de la visita.”

Así las cosas, de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado, se obtiene que no se otorga a las Delegaciones Municipales de una estructura orgánica propia, para auxiliar al Delegado Municipal en el ejercicio de sus atribuciones, facultades y funciones; y que, tampoco se les otorga competencia expresa en la materia de que se trata, ni para crear órganos internos en la Delegación. 
En el Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, S.L.P., según el artículo 137, a los Delegados Municipales, les establece atribuciones genéricas de apoyo, coordinación, colaboración y comunicación, para con la Administración Pública Municipal; y en el artículo 139, sólo se dispone que, con el acuerdo del Presidente Municipal, los Delegados nombrarán a los funcionarios que se harán cargo de los órganos internos de la Delegación; y que, en caso de ser necesario, las Delegaciones Municipales contarán con áreas similares a las del Ayuntamiento para el mejor desarrollo de sus actividades, las cuales serán aprobadas por el Presidente Municipal; circunstancia esta última, relativa a la creación de una estructura orgánica similar a la del Ayuntamiento, que en autos no se encuentra mencionada ni acreditada con documento oficial alguno. Lo que nos permite concluir, conforme a los preceptos legales invocados por las demandadas, que las Delegaciones Municipales no cuentan con unidades administrativas competentes en la materia ni tienen facultades para crear los órganos internos de la Delegación.
Y en el Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios del Municipio Libre de San Luis Potosí, S.L.P., el artículo 4º fracción X, reconoce a los Delegados Municipales como autoridad en la presente materia; el artículo 12, otorga facultades y obligaciones para el Jefe de Inspección General dependiente de la Dirección de Comercio, del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; el artículo 13, establece como facultades de los Delegados Municipales, en la fracción I, aplicar dicho Reglamento y demás normatividad relativa a la materia dentro de la circunscripción territorial de la Delegación a su cargo, de conformidad con las facultades que le otorgue la normatividad respectiva y le delegue el Presidente Municipal; y en la fracción III, delegar en sus subalternos aquellas funciones necesarias para la adecuada aplicación del propio Reglamento; sin que del Reglamento ni de otra normatividad, se advierta que cuente con facultades en la materia, y tampoco se acredita en autos, que se haya delegado por el Presidente Municipal facultad alguna al respecto; aunque, la delegación de facultades que hiciera a favor de sus subalternos, carecería de eficacia jurídica, máxime que no se ha detectado publicación oficial en ese sentido, para que tal delegación de facultades surtiera efectos jurídicos en contra de terceros, conforme lo ordenado por el artículo 166 del Código Procesal Administrativo para el Estado. Es importante destacar el artículo 18, el cual dispone que para practicar cualquier actividad comercial, industrial o de prestación de servicios en el Municipio de San Luis Potosí, se requiere tener Licencia de Funcionamiento que expedirá la Dirección de Comercio Municipal, o bien, el Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad, en los términos y condiciones que se precisan en dicho Reglamento; lo que define sin lugar a dudas, que el acto impugnado fue expedido por una autoridad sin competencia, que al parecer no existe legalmente de acuerdo con lo hasta ahora analizado; y que, la competencia en el tema que nos ocupa, corresponde a la Dirección de Comercio Municipal o al Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad. Luego, el artículo 21, establece que los interesados en obtener una Licencia de Funcionamiento para desempeñar alguna actividad comercial, industrial o de prestación de servicios, así como cambio de domicilio del establecimiento, deberán de presentarse ante el Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad y cumplir con los requisitos establecidos en el propio numeral; y en los artículos 22 y 24, se dispone que dicho Departamento, recibirá las solicitudes y ordenará las inspecciones correspondientes y, una vez integrado y formado el expediente relativo a la solicitud, tanto la Dirección de Comercio como el Departamento, indistintamente, analizará su procedencia y resolverá lo procedente; si la resolución es favorable, expedirá la licencia de funcionamiento al interesado y, de no serlo, comunicará la negativa mediante escrito fundado y motivando. Finalmente, el artículo 73, ordena que los inspectores o verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por el titular de la Dirección de Comercio Municipal, o bien, por el Jefe del Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad, en la que deberán precisarse varios requisitos establecidos al efecto.

En suma, de los ordenamientos y disposiciones legales referidas en los actos impugnados, no se advierte la previa existencia legal del “Jefe del Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P.”.; pero en cambio, puede determinarse sin lugar a dudas que, corresponde al Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad, dependiente de la Dirección de Comercio Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., autoridad competente en la materia, conocer y resolver sobre la solicitud de Licencia de Funcionamiento planteada por la hoy parte actora. Circunstancia esta última, que inclusive fue puntualizada en la Licencia Municipal de Uso de Suelo de fecha ********** expedida por el Subdirector de Administración y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., en la que se estableció lo siguiente:
“La presente licencia, no exime tramitar la licencia de funcionamiento, ante la Dirección de Comercio de este H. Ayuntamiento.”

Aunado a lo anterior, el artículo 64 del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios del Municipio Libre de San Luis Potosí, S.L.P., establece que la Dirección de Comercio, es la dependencia competente, dentro de la Administración Pública Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, para regular y vigilar las actividades comerciales, que practican los particulares en la jurisdicción de esta Municipalidad; actividades que autoriza, vigila, supervisa, inspecciona y verifica, y en su caso sanciona, de manera directa o a través de los departamentos y demás unidades administrativas, previstas en su estructura orgánica, dentro de la cual no se ubican las ahora autoridades demandadas; ello conforme a lo establecido por el Artículo Décimo, del Acuerdo que establece la Estructura Orgánica de la Administración Pública Municipal, para el Período Constitucional 2015-2018, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 3 de octubre de 2015, cuyo ejemplar consta en la página web del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., donde se reforma y puntualiza que las Unidades Administrativas sustantivas y Estructura Orgánica de la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., son: 
1.- Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos y Anuncios; 
2.- Departamento de Plazas, Mercados y Pisos; y 
3.- Departamento de Inspección General.
Lo anterior, estrechamente vinculado con el Apartado “3.2.12.- DIRECCIÓN DE COMERCIO”, páginas 111 y 112, del Manual General de Organización del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., publicado en el Periódico Oficial del Estado el 30 de diciembre de 2016, cuyo ejemplar consta en la página web del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.
Casualmente, en el Apartado “3.2.21.- DELEGACIONES MUNICIPALES (VILLA DE POZOS, LA PILA Y BOCAS)”, páginas 148 a 152, del referido Manual General de Organización del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., se establecen los Objetivos, Funciones, Facultades y Obligaciones, así como Otras Funciones, de las Delegaciones Municipales, que desde luego corresponden a la Delegación Municipal de Villa de Pozos, aquí demandada; respecto de lo cual, se reitera el contenido de los artículos 92 y 96 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, así como de los numerales 136, 137, 138 y 139 del Reglamento Interno para el Municipio de San Luis Potosí, analizados con antelación. Lo único rescatable, por novedoso, es lo referente al Objetivo y Otras Funciones, que se trascriben para los efectos procedentes.
“…OBJETIVO:.- Preservar y mantener el orden, la tranquilidad y seguridad de los vecinos, la prestación de los servicios públicos municipales y llevar su administración coordinadamente con las estructuras del H. Ayuntamiento, conforme a lo previsto en las normas jurídicas vigentes. Asimismo, hacer cumplir y aplicar las leyes, el Bando de Policía  y Buen Gobierno, los demás reglamentos municipales y los acuerdos del Ayuntamiento y los del Presidente municipal dentro de respectiva su jurisdicción.”
“…OTRAS FUNCIONES:.- Proponer a la Comisión del Cabildo que corresponda, remitiendo al Secretario General del Ayuntamiento y por conducto del Delegado Municipal correspondiente, las reformas al o los reglamentos municipales que regulan las funciones y servicios públicos, en el ámbito de su competencia. De conformidad con lo establecido por las siguientes disposiciones jurídicas: Ley que Establece las Bases para la Emisión de Bandos de Policía y Gobierno, y Ordenamientos de los Municipios del Estado de San Luis Potosí; Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; Ley de Mejora Regulatoria del Estado y Municipios de San Luis Potosí; Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y; Reglamento de la Gaceta Municipal del Municipio de San Luis Potosí..- Formular, mejorar y actualizar las disposiciones administrativas de carácter general que forman parte de las bases normativas, en el ámbito de su competencia. Es decir, las circulares y otros documentos de carácter oficial que establezcan, organicen y regulen los sistemas, procesos y responsabilidades del personal adscrito a la Delegación Municipal, tales como: manuales administrativos, guías e instructivos, entre otros de similar naturaleza de conformidad con las disposiciones jurídicas citadas en el párrafo que antecede al presente texto..- Ejercer las demás atribuciones y facultades que en el ámbito de su competencia le señalan las leyes, reglamentos y demás instrumentos normativos y administrativos vigentes; así como aquellas encomendadas expresamente por el Presidente Municipal..- Ejercer originariamente el trámite y resolución de los asuntos de su competencia y que para la mejor organización del trabajo, el titular de la Delegación Municipal que corresponda delegará cualquiera de sus funciones, excepto aquellas que por disposición de ley, reglamento interno o acuerdo, deban ser ejercidos precisamente por  él. …”
Ordenamiento del cual se concluye, que no aporta nada en absoluto con relación a la preexistencia y competencia del “Jefe del Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P.”; por lo que, en ese orden de ideas, se debe sostener que la autoridad que emitió los actos impugnados, aunque esté prevista sólo en el Organigrama de la Delegación de Villa de Pozos, S.L.P., hace falta su creación legal o reglamentaria como Unidad Administrativa en la Estructura Orgánica de la Delegación Municipal, con atribuciones, facultades y funciones, lo que genera que le asista la razón a la parte actora, pues la autoridad que expide los actos impugnados, no tiene existencia jurídica; habida cuenta que, los ordenamientos y disposiciones legales invocados en dichos actos, no la establecen en la integración de esa Delegación, ya que en realidad, los artículos examinados definen las atribuciones y facultades de la Dirección de Comercio Municipal y del Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos y Anuncios; de ahí que la unidad administrativa demandada, aunque materialmente desarrolle actividades y se ubique en el Organigrama Delegacional visible en la página 150 del Manual General de Organización analizado, formalmente esto no basta, pues no se encuentra creada conforme a la ley o reglamento aplicables; por tanto, es evidente que si en los ordenamientos y disposiciones legales mencionados en los actos impugnados no fue creada esa autoridad, cualquier actuación practicada por ella es ilegal, como son: la Orden de Inspección Técnica de fecha ********** el Acta de Inspección Técnica de fecha ********** y la Resolución administrativa contenida en el oficio ********** por provenir todos ellos, de una autoridad inexistente en forma legal y reglamentaria. 

Sirve de apoyo a lo anterior por analogía al caso en estudio, la Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, No. Registro: 203,085, Tesis aislada, Materia(s): Administrativa, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, III, Marzo de 1996, Tesis: I.4o.A.87 A, Página: 1022.

“SERVIDORES PUBLICOS. RESULTA ILEGAL LA SANCION IMPUESTA A LOS, POR UNA AUTORIDAD INEXISTENTE, COMO LO ES LA DIRECCION DE RESPONSABILIDADES Y SANCIONES DE LA CONTRALORIA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL DISTRITO FEDERAL. Conforme a lo dispuesto en el artículo 16 constitucional los actos de molestia deberán ser expedidos por autoridad competente; entendiéndose que esta facultad se traduce no sólo en la posibilidad de emitir determinaciones en contra de los gobernados sino también en que por disposición expresa de una ley o reglamento deberá existir, con lo que si esto último no se justifica tampoco el acto emitido por ella, tal es el caso de la Dirección de Responsabilidades y Sanciones de la Contraloría General del Departamento del Distrito Federal, que carece de existencia legal, por ende de competencia para sancionar a los servidores públicos adscritos al Departamento en cita. ...”

Así como la Tesis Aislada del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Segundo Circuito, Época: Novena Época, Registro: 202253, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, Junio de 1996, Materia(s): Administrativa, Tesis: II.2o.P.A.28 A, Página: 951.

“SUBDIRECTOR "B" DE SANCIONES DE LA SECRETARIA DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL. SU EXISTENCIA DEBE CONTENERSE EN EL REGLAMENTO INTERIOR DE LA PROPIA SECRETARIA Y NO INFERIRSE O DERIVAR DE DISPOSICIONES SECUNDARIAS. El Reglamento Interior de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social es el ordenamiento legal a través del cual el Ejecutivo Federal puede determinar o crear las unidades administrativas o autoridades que integran a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, por tanto, si en tal ordenamiento legal no se creó como unidad administrativa de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social la Subdirección "B" de Sanciones de la Dirección General de Asuntos Jurídicos, no puede sostenerse que a través del acuerdo delegatorio se le hayan conferido facultades a una autoridad que no se encuentra expresamente creada; además de que la existencia de tal autoridad debe constar expresamente en el cuerpo de leyes que contempla las unidades administrativas que integran tal Secretaría de Estado y no inferirse de las demás disposiciones legales, como es el acuerdo delegatorio y el manual de operaciones de la Secretaría, supuesto que en términos de lo dispuesto por el artículo 19 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, ese manual sólo contiene la estructura orgánica de la Secretaría para conocimiento del público, por lo que no puede trascender a la esfera jurídica del particular, ya que dicho manual es de naturaleza informativa y de aplicación interna de la Secretaría y no puede prevalecer sobre el Reglamento Interior; y si en el artículo 3o. del citado Reglamento, en el que constan las unidades administrativas que integran la Secretaría de mérito no se encuentra contemplada la existencia del subdirector "B" de sanciones la cual debe constar expresamente y no inferirse o hacerse derivar de disposiciones secundarias, es evidente que cualquier actuación derivada de ellas es ilegal por provenir de una autoridad inexistente. …”

[Énfasis añadido]
En esa tesitura, ante la inexistencia formal, legal y reglamentaria del “Jefe del Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P.”, y por consecuencia, su ausencia total de competencia; se genera que la parte actora desconozca el apoyo legal que faculta a la autoridad demandada para emitir los actos administrativos que se analizan y el carácter con que lo hace, situación que contraviene su derecho a la seguridad jurídica que deriva del primer párrafo del artículo 16 Constitucional, dejándole en completo estado de indefensión y privándole de la oportunidad de examinar si la actuación de dicha autoridad se encuentra o no dentro de su ámbito competencial respectivo, vulnerándose lo dispuesto por el citado precepto constitucional e incumpliéndose los elementos, requisitos y demás formalidades esenciales exigidas para todo acto o resolución de autoridad administrativa, previstas en los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
Numerales estos últimos, que a la letra refieren:

“Artículo 164. Son elementos del acto administrativo:

“…I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

“…V. Estar fundado y motivado;...”

 “Artículo 165. Son requisitos del acto administrativo:

“…I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;

“…II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;...”

[Realzado es propio]

Ahora bien, si dichos actos administrativos resultan ilegales, por la inexistencia de la autoridad emisora y su falta total de competencia decretadas; al ser la misma autoridad quien emitió todos los actos previos o que antecedieron, que apoyan o que en alguna forma le condicionan la determinación final consistente en la negativa de expedir la Licencia de Funcionamiento solicitada; todos ellos resultan ilegales, al haberse expedido por el propio Jefe del Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P., actos consistentes en la Orden de Inspección Técnica de fecha **********el Acta de Inspección Técnica de fecha ********** y la Resolución administrativa contenida en el oficio ********** toda vez que los mismos se encuentran viciados y carecen de la legalidad que todo acto administrativo debe contener, ante dicha ********** de la autoridad emisora que se encuentran plenamente demostradas en autos, de lo cual dependen para que sean legalmente válidos en contenido y ejecución; ilegalidad que se decreta de oficio, a pesar de que fueron impugnados por la accionante, por ser la competencia un presupuesto procesal de orden público; con base en los argumentos expresados anteriormente al estudiar la preexistencia y competencia de la autoridad demandada que expide los mismos, los cuales se tienen por reproducidos para los efectos legales a que haya lugar, a fin de evitar ociosas repeticiones; y con fundamento en el artículo 250 fracción I y penúltimo párrafo, del citado Código Procesal Administrativo, por actualizarse las causales de ilegalidad previstas en dicho precepto legal, circunstancia que obliga a declarar una nulidad lisa y llana.
Resulta aplicable al ilustrar el criterio adoptado, la Tesis de Jurisprudencia derivada de la Contradicción de tesis 148/2007-SS, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable conforme a los siguientes datos: Época: Novena Época, Registro: 170827, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 218/2007, Página: 154.

“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad. …”

[Realzado es nuestro]

Así como la Tesis de Jurisprudencia derivada de la Contradicción de tesis 4/2007-SS, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que se ubica de acuerdo con los datos siguientes: Época: Novena Época, Registro: 170835, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 219/2007, Página: 151.

“COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU ESTUDIO CONFORME AL ARTÍCULO 238, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005, COINCIDENTE CON EL MISMO PÁRRAFO DEL NUMERAL 51 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN EL JUICIO DE NULIDAD Y EN JUICIO DE AMPARO DIRECTO. Conforme a los citados preceptos, en el juicio contencioso administrativo las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa podrán analizar la competencia de la autoridad en los siguientes casos: 1) cuando el actor plantee en los conceptos de anulación de su demanda argumentos por los que considere que la autoridad carece de competencia para emitir el acto impugnado; y, 2) cuando la Sala advierta oficiosamente de las constancias de autos que la autoridad emisora del acto impugnado es incompetente. En el primer supuesto, la Sala analizará el problema planteado y si estima fundado el concepto de anulación procederá a declarar la nulidad del acto impugnado. Respecto del segundo punto, la Sala realizará el estudio oficioso de la competencia de la autoridad, porque a ello la obligan los artículos citados en el rubro. Si la Sala estima oficiosamente que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá la causa de nulidad de la resolución impugnada. Si considera que la autoridad es competente, no existe obligación de pronunciamiento expreso, pues la falta de éste indica que la Sala estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad; tan es así, que continuó con el análisis de procedencia del juicio y en su caso, entró al estudio de fondo de la cuestión planteada. La decisión del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que establezca la nulidad de la resolución por incompetencia de la autoridad será lisa y llana. En el juicio de amparo directo el Tribunal Colegiado de Circuito sólo estará obligado al análisis del concepto de violación aducido respecto de la incompetencia de la autoridad demandada en el juicio de nulidad o de la omisión de su estudio, cuando este argumento haya sido aducido como concepto de nulidad en el juicio contencioso administrativo; o bien, haya sido motivo de pronunciamiento oficioso por parte de la Sala correspondiente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, pues de lo contrario el estudio del concepto de violación será inoperante, toda vez que el quejoso no puede obtener en el juicio de amparo un pronunciamiento respecto de un argumento que no formó parte de la litis en el juicio de nulidad, bien porque no lo hizo valer o porque la autoridad responsable al estimar que la demandada es competente, no formuló pronunciamiento al respecto. …”

[Énfasis añadido]

En ese contexto, resulta innecesario el estudio de los conceptos de impugnación restantes, pues aun cuando resultaran procedentes no mejorarían lo ya obtenido por la parte actora, esto es, una declaratoria de nulidad total o lisa y llana.
Resulta aplicable a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito. Época: Novena Época, Registro: 186983, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XV, Mayo de 2002, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI.2o.A. J/2, Página: 928.

“CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN. CUANDO RESULTA FUNDADO ALGUNO DE NATURALEZA PROCEDIMENTAL, ES INNECESARIO EL ESTUDIO DE LOS RESTANTES. El artículo 237 del Código Fiscal de la Federación establece la obligación por parte de las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, de estudiar en primer término aquellas causales de ilegalidad que den lugar a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, y en caso de que ninguna produzca ese resultado, proceder al análisis de aquellos conceptos de nulidad relacionados con la omisión de requisitos formales exigidos por las leyes, y de los vicios del procedimiento que afecten las defensas del promovente. No obstante lo anterior, el examen de todos los puntos controvertidos no debe entenderse en el sentido de que aun cuando resulte fundado un motivo de anulación de naturaleza procedimental, dichos órganos deban pronunciarse respecto de los restantes argumentos, puesto que ello resultaría innecesario si atañen a los actos realizados posteriormente a esa violación, ya que, en todo caso, al subsanarse tales irregularidades por la autoridad, es posible que ésta cambie el sentido de su determinación. …”
En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en lo establecido por los numerales, 250 fracción I y penúltimo párrafo, y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, decreta la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados consistentes en: 1.- Orden de Inspección Técnica, de fecha **********, emitida por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P.; 2.- Acta de Inspección Técnica, de fecha ********** efectuada por el Inspector dependiente al Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P.; y 3.- Resolución administrativa contenida en el oficio **********, emitido por el Jefe del Departamento de Comercio Delegación Municipal de Villa de Pozos, S.L.P.; y por consecuencia, la NULIDAD TOTAL O LISA Y LLANA de los mismos, dejándolos sin efectos legales; de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

En ese sentido, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; con fundamento en lo dispuesto por los artículos, 182 párrafo segundo, 251 y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se ordena a las autoridades demandadas, remitir la solicitud o instancia de la empresa actora, con sus anexos, a la autoridad competente del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., facultada para atender, tramitar y resolver, autorizando o negando, la Licencia de Funcionamiento para Oficinas requerida, en el inmueble descrito en dicha petición; respuesta que debe emitirse debidamente fundada y motivada, donde con plenitud de jurisdicción se resuelva lo que en derecho corresponda.

Sirve de apoyo a la decisión precedente, la Tesis de Jurisprudencia derivada de la Contradicción de tesis 92/2000-SS, que se localiza conforme a los siguientes datos: Época: Novena Época, Registro: 188431, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, Noviembre de 2001, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 52/2001, Página: 32.

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO. Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.…”

Con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado, dígase a las autoridades demandadas que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, se les prevendrá por el cumplimiento de la presente sentencia, o en su caso, se les requerirá por la ejecución de la misma, con los apercibimientos legales y sanciones administrativas, que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción I y penúltimo párrafo, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados, decretándose su NULIDAD TOTAL O LISA Y LLANA, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución. 

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.-
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
